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Con punto de acuerdo, por el que se solicita respe-
tuosamente a diversas dependencias y entidades del
gobierno federal para que, en el ámbito de sus atri-
buciones, implementen una mesa interinstitucional
de atención y resolución de los adeudos históricos
derivados de la liquidación de Ferrocarriles Nacio-
nales de México, así como que hagan público un in-
forme integral sobre el estado que guarda el proceso
de liquidación y el cumplimiento de los derechos la-
borales de los ex ferrocarrileros, a cargo de la dipu-
tada Zaria Aguilera Claro, del Grupo Parlamentario
de Morena

Con punto de acuerdo, por el que la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión exhor-
ta respetuosamente al gobierno del estado de Jalisco
a fortalecer los mecanismos de gobernanza hídrica,
participación social y vinculación académica para la
protección, recuperación y gestión sustentable de las
cuencas y acuíferos de la entidad, a cargo de la di-
putada Marcela Michel López, del Grupo Parlamen-
tario de Morena

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a los 32
gobernadoras y gobernadores del país, así como a
la persona titular de la SEP a garantizar la salud so-
cioemocional de profesores de los niveles, básico,
medio superior y superior de todo el país, a cargo
de la diputada Marisela Zúñiga Cerón, del Grupo
Parlamentario de Morena

Con punto de acuerdo, para solicitar respetuosa-
mente a la Conapesca a revisar y atender las solici-
tudes de permisos de pesca solicitados por tres co-
operativas pesqueras que trabajan en el municipio
de Progreso, Yucatán, a cargo del diputado Jorge
Luis Sánchez Reyes, del Grupo Parlamentario de
Morena

Con punto de acuerdo, con motivo del octogésimo
aniversario de los Juicios de Núremberg por con-
memorarse el 20 de noviembre, por el que solicita
respetuosamente a la SRE, al Senado de la Repú-
blica y a la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, para continuar fortalecien-
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do, en el ámbito de sus respectivas atribuciones y mediante los mecanis-
mos de diplomacia y diplomacia parlamentaria, los vínculos entre las na-
ciones y los parlamentos del mundo, así como la promoción del derecho
internacional, la igualdad soberana y jurídica de los estados, la solución
pacífica de las controversias y la cooperación internacional, a cargo de la
diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila, del Grupo Parlamentario de
Morena

Con punto de acuerdo, por el que la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados exhorta respetuosamente al gobierno del estado de Guanajua-
to a garantizar el derecho constitucional de la pensión para personas con
discapacidad permanente de 0 a 64 años de edad, a cargo de la diputada
María Magdalena Rosales Cruz, del Grupo Parlamentario de Morena
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Proposiciones

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE SOLICITA RES-
PETUOSAMENTE A DIVERSAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES
DEL GOBIERNO FEDERAL PARA QUE, EN EL ÁMBITO DE SUS
ATRIBUCIONES, IMPLEMENTEN UNA MESA INTERINSTITU-
CIONAL DE ATENCIÓN Y RESOLUCIÓN DE LOS ADEUDOS
HISTÓRICOS DERIVADOS DE LA LIQUIDACIÓN DE FERRO-
CARRILES NACIONALES DE MÉXICO, ASÍ COMO QUE HA-
GAN PÚBLICO UN INFORME INTEGRAL SOBRE EL ESTADO
QUE GUARDA EL PROCESO DE LIQUIDACIÓN Y EL CUMPLI-
MIENTO DE LOS DERECHOS LABORALES DE LOS EX FE-
RROCARRILEROS, A CARGO DE LA DIPUTADA ZARIA AGUI-
LERA CLARO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Zaria Aguilera Claro, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
legislatura de la Cámara Diputados del honorable
Congreso de la Unión con fundamento en lo dispuesto
en el artículo 6, numeral 1, fracción I; y artículo 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2, del Reglamento de
la Cámara de Diputados y demás disposiciones aplica-
bles, sometemos a consideración de esta soberanía, la
presente proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

El sistema ferroviario mexicano constituyó durante
gran parte del siglo XX uno de los pilares estratégicos
para el desarrollo económico, la integración territorial
y la movilidad de mercancías y personas en nuestro
país. Miles de trabajadores ferroviarios contribuyeron
con su esfuerzo al fortalecimiento del Estado mexica-
no y al crecimiento de la infraestructura nacional.

No obstante, a partir de la década de los noventa, deri-
vado del proceso de privatización ferroviaria impulsa-
do por los gobiernos neoliberales y en este caso en
particular de Carlos Salinas de Gortari y de Ernesto
Zedillo Ponce De Leon, se inició la concesión de las lí-
neas férreas nacionales y posteriormente el proceso de
extinción de Ferrocarriles Nacionales de México, si-
tuación que impactó profundamente los derechos la-
borales de miles de trabajadores y jubilados ferrovia-
rios.

El decreto de extinción de Ferrocarriles Nacionales de
México generó obligaciones jurídicas, laborales y pa-

trimoniales para el Estado mexicano, particularmente
respecto al pago de liquidaciones, jubilaciones, presta-
ciones y demás derechos adquiridos por las y los tra-
bajadores ferroviarios.

Para dar atención a todo el proceso de liquidación y
cumplimiento de todas esas obligaciones se creó el fi-
deicomiso FERRONALESJUB 5012-6 que inicial-
mente estuvo a cargo de Banobras y en la actualidad lo
administra Nacional Financiera.

Sin embargo, a más de dos décadas del inicio de dicho
proceso, persisten múltiples reclamaciones relaciona-
das con adeudos por liquidaciones incompletas, pres-
taciones no cubiertas, reconocimiento de antigüedad,
pagos derivados de laudos laborales y obligaciones
pensionarias pendientes.

Diversas organizaciones de ex ferrocarrileros han se-
ñalado que existen trabajadores que aún no han recibi-
do el pago total de los derechos que les corresponden,
lo que representa una deuda histórica del Estado me-
xicano con quienes dedicaron décadas de servicio al
sistema ferroviario nacional.

Asimismo, la Auditoría Superior de la Federación ha
emitido observaciones relacionadas con la prolonga-
ción del proceso de liquidación de Ferrocarriles Na-
cionales de México y la necesidad de fortalecer los
mecanismos de control, transparencia y seguimiento
respecto a los pasivos laborales y pensionarios deriva-
dos de dicho proceso.

Cabe hacer mención que este tema ha sido retomado
por el Congreso de la Unión a fin de dar cauce al jus-
to reclamo de los trabajadores de Ferrocarriles Nacio-
nales de México, cómo fue mediante un punto de
acuerdo aprobado por la Comisión Permanente el 26
de julio de 2010, y que fue propuesto por la Tercera
Comisión: Hacienda y Crédito Público, Agricultura y
Fomento, Comunicaciones y Obras Públicas, en aten-
ción a dos puntos de acuerdo; uno promovido por los
diputados Francisco Hernández Juárez, Rigoberto Sal-
gado Vázquez, Enrique Torres Delgado y Armando
Ríos Piter y otro promovido por el diputado Silvio La-
gos Galindo

Por otro lado, se tiene conocimiento que se sigue aten-
diendo el tema en diversas reuniones llevadas a cabo
en la Secretaría de Gobernación, dependencia que ela-
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boró un censo en diciembre de 2025 el cual arrojaba la
existencia de poco más de cinco mil trabajadores aún
con la problemática de pensiones y jubilaciones.

Debe señalarse que actualmente intervienen diversas
instancias en la atención de esta problemática, entre
ellas:

• Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y
Transportes;

• Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

• Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, en su
carácter de liquidador; y

• Nacional Financiera, como administradora del fi-
deicomiso relacionado con jubilaciones ferrovia-
rias.

No obstante, la dispersión institucional y la ausencia
de una ruta integral de atención han generado incerti-
dumbre para estos miles de ex trabajadores y sus fa-
milias, muchos de los cuales enfrentan condiciones de
vulnerabilidad derivadas de la falta de resolución defi-
nitiva de sus reclamos.

En ese sentido, resulta indispensable que el Estado
mexicano impulse mecanismos de coordinación inte-
rinstitucional que permitan:

1.- Transparentar el estado actual de la liquidación
de Ferrocarriles Nacionales de México;

2.- Identificar con precisión el universo de personas
afectadas;

3.- Revisar los adeudos pendientes; y

4.- Restablecer rutas de conciliación y solución en
favor de los ex trabajadores ferroviarios.

Asimismo, es preocupante el dato que nos entrega el
informe semestral de avance del proceso de liquida-
ción de Ferrocarriles Nacionales de México en liqui-
dación (FNML), correspondiente al periodo julio-di-
ciembre de 2024, emitido por la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público en coordinación con el
Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, en el cual
informa que el monto del pasivo exigible por senten-

cias condenatorias firmes en asuntos diversos pasó de
7.24 MDP, en junio de 2024, a 7.14 mdp en diciembre
del mismo año .

De igual forma no se debe dejar de lado que, aún cuan-
do se están cubriendo los montos por laudos diversos,
así como pensiones y pago por fallecimientos, se sigue
teniendo un déficit para dar cumplimiento a todas las
obligaciones marcadas en el fideicomiso.

Conforme al estudio actuarial practicado al 31 de di-
ciembre de 2022, el déficit del fideicomiso FERRO-
NALESJUB 5012-6 es de 24 millones 538 mil 003 pe-
sos, y se proyecta que la obligación del fideicomiso en
esta materia concluya en 2081.

De lo anterior es de imperativa necesidad que se
aporten los recursos actuarialmente necesarios al pa-
trimonio de ese mismo Fideicomiso, para cubrir su
déficit financiero y de esta forma esté en condicio-
nes de cumplir con su objetivo de garantizar el pago
vitalicio de las jubilaciones y prestaciones por el
protegidas

La presente proposición no implica la creación de nue-
vas estructuras administrativas ni la aprobación inme-
diata de recursos extraordinarios, sino el fortaleci-
miento de las capacidades institucionales ya existentes
para atender una problemática histórica de carácter la-
boral y social y la previsión de recursos suficientes en
el presupuesto 2027 para afrontar los gastos durante
todo ese periodo.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión solicita, respetuosamente, a la Secretaría de In-
fraestructura, Comunicaciones y Transportes, a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, al Instituto pa-
ra Devolver al Pueblo lo Robado y a Nacional
Financiera, para que, en el ámbito de sus respectivas
atribuciones, instalen una mesa interinstitucional de
atención y seguimiento respecto de los adeudos histó-
ricos derivados del proceso de liquidación de Ferroca-
rriles Nacionales de México, a efecto de revisar los ca-
sos pendientes relacionados con liquidaciones,
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prestaciones laborales, jubilaciones y demás derechos
reclamados por ex trabajadores ferroviarios.

Segundo. La Cámara de Diputados solicita, respetuo-
samente, al Instituto para Devolver al Pueblo lo Roba-
do, en su carácter de liquidador de Ferrocarriles Na-
cionales de México, para que haga público un informe
detallado que considere:

a. El estado actual del proceso de liquidación;

b. El número estimado de beneficiarios y reclaman-
tes;

c. Los juicios laborales pendientes;

d. Los adeudos reconocidos;

Tercero. La Cámara de Diputados solicita, respetuo-
samente, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co y a Nacional Financiera para que, en el ámbito de
sus atribuciones, hagan público la situación financiera
y operativa del fideicomiso relacionado con las obli-
gaciones pensionarias y laborales de los ex trabajado-
res ferroviarios, así como las acciones previstas para
garantizar en 2027 el cumplimiento de los derechos
adquiridos de las y los jubilados.

Cuarto. La Cámara de Diputados solicita, respetuosa-
mente, a las autoridades competentes para que privile-
gien mecanismos de conciliación, diálogo institucio-
nal y justicia laboral que permitan atender de manera
pronta, digna y humanitaria las demandas históricas de
las y los ex trabajadores ferroviarios de México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
Ciudad de México, a 29 de septiembre de 2026.

Diputada Zaria Aguilera Claro (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE LA CÁMARA DE
DIPUTADOS DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN
EXHORTA RESPETUOSAMENTE AL GOBIERNO DEL ESTADO
DE JALISCO A FORTALECER LOS MECANISMOS DE GOBER-
NANZA HÍDRICA, PARTICIPACIÓN SOCIAL Y VINCULACIÓN
ACADÉMICA PARA LA PROTECCIÓN, RECUPERACIÓN Y GES-
TIÓN SUSTENTABLE DE LAS CUENCAS Y ACUÍFEROS DE LA
ENTIDAD, A CARGO DE LA DIPUTADA MARCELA MICHEL
LÓPEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Marcela Michel López, diputada in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I; y
79, numeral 1, fracción II, numeral 2, fracciones III y
IV del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración de esta asamblea el siguiente pun-
to de acuerdo por el que la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión exhorta, respe-
tuosamente, al gobierno del estado de Jalisco a for-
talecer los mecanismos de gobernanza hídrica, par-
ticipación social y vinculación académica para la
protección, recuperación y gestión sustentable de
las cuencas y acuíferos de la entidad.

Exposición de Motivos

El agua constituye un elemento indispensable para la
vida, la salud, el desarrollo económico, la producción
de alimentos, la preservación de los ecosistemas y el
funcionamiento de las sociedades contemporáneas.
Ninguna comunidad puede prosperar sin acceso sufi-
ciente, seguro y sostenible a los recursos hídricos, ra-
zón por la cual durante las últimas décadas el agua ha
dejado de ser concebida exclusivamente como un re-
curso natural para ser reconocida progresivamente co-
mo un derecho humano fundamental.

La creciente presión sobre las fuentes de abasteci-
miento, el incremento de la demanda derivado del cre-
cimiento poblacional, la expansión de las actividades
productivas, la degradación ambiental y los efectos
asociados al cambio climático han colocado a la ges-
tión del agua entre los principales desafíos del siglo
XXI. Diversos organismos internacionales han adver-
tido que la seguridad hídrica representa uno de los fac-
tores más determinantes para el desarrollo sostenible,
la reducción de desigualdades y la estabilidad econó-
mica y social de las naciones.1 En este contexto, la co-
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munidad internacional ha impulsado un proceso pro-
gresivo de reconocimiento jurídico del derecho huma-
no al agua y de fortalecimiento de las obligaciones es-
tatales relacionadas con su protección.

Un antecedente particularmente relevante se encuentra
en la Resolución 64/292 de la Asamblea General de las
Naciones Unidas, mediante la cual se reconoció explí-
citamente el derecho humano al agua potable y al sa-
neamiento como un derecho esencial para el pleno dis-
frute de la vida y de todos los derechos humanos.2
Dicho reconocimiento consolidó una tendencia inter-
nacional que ya había sido desarrollada por diversos
instrumentos jurídicos y organismos especializados.

La garantía efectiva del derecho humano al agua no
depende únicamente de la construcción de infraestruc-
tura o de la prestación de servicios públicos, sino tam-
bién de la existencia de mecanismos adecuados para
proteger las fuentes de abastecimiento, conservar las
cuencas hidrológicas, prevenir la contaminación y ase-
gurar una gestión sustentable de los recursos hídricos.
La protección del agua exige, por tanto, una visión in-
tegral que incorpore dimensiones ambientales, socia-
les, económicas e institucionales.

En el ámbito nacional, el derecho humano al agua en-
cuentra reconocimiento expreso en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. El párra-
fo 8 del artículo 4 menciona que:

“Toda persona tiene derecho al acceso, disposición
y saneamiento de agua para consumo personal y do-
méstico en forma suficiente, salubre, aceptable y
asequible. El Estado garantizará este derecho...”3

La incorporación de este derecho representó uno de
los avances más importantes en la evolución del siste-
ma jurídico mexicano en materia hídrica, al establecer
una obligación directa para todas las autoridades de
promover acciones orientadas a garantizar el acceso
sostenible al recurso. La relevancia de esta disposición
constitucional radica en que reconoce que el agua
constituye un presupuesto indispensable para el ejerci-
cio de múltiples derechos fundamentales. Por ello, la
protección de los recursos hídricos debe considerarse
una prioridad estratégica para el Estado mexicano.

De manera complementaria, el artículo 1, párrafo 3
constitucional establece que,

“Todas las autoridades… tienen la obligación de
promover, respetar, proteger y garantizar los dere-
chos humanos de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y
progresividad…”4

La interpretación conjunta de ambos preceptos permi-
te concluir que la protección de las fuentes de abaste-
cimiento, de las cuencas hidrológicas y de los acuífe-
ros constituye una obligación directamente vinculada
con la garantía del derecho humano al agua.

La legislación secundaria mexicana también incorpora
esta visión.

La Ley de Aguas Nacionales reconoce la necesidad
de preservar la cantidad y calidad del recurso hídrico,
promover el uso sustentable del agua y fortalecer la
coordinación entre autoridades y usuarios para asegu-
rar su aprovechamiento racional.5 Por su parte, la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente establece diversos instrumentos orientados
a la conservación de los ecosistemas y de los procesos
naturales que hacen posible la disponibilidad de agua
para las generaciones presentes y futuras.6

Estas disposiciones reflejan un principio ampliamente
reconocido por la comunidad internacional, la seguri-
dad hídrica depende de la salud de los ecosistemas y
de la capacidad institucional para gestionar adecuada-
mente los recursos disponibles.

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos ha señalado que la gobernanza del agua
constituye uno de los elementos más importantes para
enfrentar los desafíos asociados a la escasez, contami-
nación y sobreexplotación de los recursos hídricos.7
Según dicho organismo, las soluciones sostenibles re-
quieren instituciones sólidas, coordinación interguber-
namental, participación social informada y mecanis-
mos eficaces de toma de decisiones. La gestión
contemporánea del agua ha evolucionado precisamen-
te hacia modelos de gobernanza que reconocen la
complejidad de los sistemas hídricos y la necesidad de
involucrar a múltiples actores en su protección. Las
cuencas y acuíferos no responden a límites adminis-
trativos o políticos, sino a dinámicas ecológicas y te-
rritoriales que exigen enfoques integrales para su con-
servación.
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En el caso de México, estos principios adquieren una
importancia creciente debido a las presiones que en-
frentan diversas regiones del país como consecuencia
del incremento de la demanda de agua, la expansión
urbana, la contaminación de cuerpos de agua y los
efectos derivados de la variabilidad climática.

La seguridad hídrica se ha convertido en un asunto de
interés estratégico nacional que requiere fortalecer
permanentemente las capacidades institucionales para
la protección y gestión sustentable del recurso.

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarro-
llo (PNUD) en México presenta la Estrategia de Vin-
culación y Colaboración entre Actores Clave para la
Seguridad Hídrica en el marco del Proyecto Resilien-
cia Hídrica. Este documento es resultado de un esfuer-
zo intersectorial y multi actor que busca fortalecer la
gobernanza del agua mediante la articulación entre el
sector público, privado, social y académico.

La estrategia aborda los principales desafíos ambien-
tales y de gestión hídrica en el país, como el cambio
climático, la contaminación de cuerpos de agua, la
centralización en la toma de decisiones y la falta de co-
ordinación entre niveles de gobierno y sectores pro-
ductivos. A través de soluciones basadas en la natura-
leza (SbN) y modelos de gobernanza participativa, se
busca promover acciones concretas para la conserva-
ción y restauración de cuencas, la modernización de
infraestructura y la implementación de mecanismos de
transparencia y vigilancia en el uso del agua.

Para su elaboración, se realizaron talleres presenciales
y virtuales con actores clave en Jalisco, Sinaloa y So-
nora, así como un análisis detallado de las relaciones
entre los principales involucrados en la gestión del
agua en México. El documento identifica alianzas es-
tratégicas, relaciones que requieren fortalecimiento y
barreras que deben superarse para lograr una gestión
hídrica equitativa y sostenible.8

Particularmente en entidades federativas con alta con-
centración poblacional, intensa actividad económica y
creciente demanda de agua, resulta indispensable im-
pulsar mecanismos que permitan mejorar la gobernan-
za hídrica, fortalecer la participación social y promo-
ver la incorporación de conocimiento científico en la
toma de decisiones públicas. Bajo esta perspectiva, la
protección de las cuencas y acuíferos debe entenderse

no solamente como una política ambiental, sino como
una condición indispensable para garantizar el derecho
humano al agua, la sostenibilidad del desarrollo regio-
nal y el bienestar de las generaciones presentes y futu-
ras.

La Comisión Nacional del Agua ha advertido que la
disponibilidad natural de agua por habitante en el país
ha disminuido de manera significativa como conse-
cuencia del aumento poblacional y de la creciente de-
manda sobre las fuentes de abastecimiento.9 Mientras
que a mediados del siglo pasado México contaba con
una disponibilidad considerablemente mayor de recur-
sos hídricos por habitante, las condiciones actuales re-
flejan una tendencia de reducción que obliga a fortale-
cer las estrategias de gestión sustentable del agua,
generando condiciones de estrés hídrico cada vez más
pronunciadas en diversas regiones.

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos ha señalado que México se encuentra en-
tre los países que enfrentan importantes desafíos rela-
cionados con la disponibilidad de agua, particularmen-
te en zonas urbanas de alta densidad poblacional y en
regiones donde la demanda supera progresivamente la
capacidad natural de recarga de las fuentes hídricas.10

La situación se vuelve aún más compleja cuando se
consideran los efectos de la variabilidad climática y el
incremento en la frecuencia e intensidad de fenómenos
extremos. La Comisión Nacional del Agua ha docu-
mentado que amplias zonas del territorio nacional han
experimentado una tendencia sostenida de sequía du-
rante los últimos años; es decir, una condición de défi-
cit hídrico persistente a lo largo de múltiples ciclos que
impide la recuperación natural de las fuentes de abas-
tecimiento11. Esta continuidad en el estrés hídrico
afecta severamente la disponibilidad de agua para con-
sumo humano, actividades productivas y conservación
ambiental, poniendo de manifiesto la vulnerabilidad
de numerosos sistemas hídricos y la necesidad de
adoptar medidas orientadas a fortalecer la resiliencia
de las cuencas y acuíferos.

Las cuencas hidrológicas y los acuíferos son sistemas
complejos en los que interactúan múltiples variables
ambientales, climáticas, geológicas, sociales y econó-
micas. La comprensión adecuada de estas interaccio-
nes requiere información especializada obtenida me-
diante estudios hidrológicos, monitoreo ambiental,
análisis geoespacial, modelación matemática, evalua-
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ción de ecosistemas y diversas herramientas científi-
cas desarrolladas por instituciones académicas y cen-
tros de investigación.12

Por esta razón, la gestión sustentable del agua deman-
da una relación estrecha entre las autoridades respon-
sables de la toma de decisiones y las instituciones ge-
neradoras de conocimiento.

Uno de los principales desafíos identificados por las au-
toridades mexicanas corresponde a la sobreexplotación
de acuíferos. Los acuíferos constituyen reservas estraté-
gicas de agua subterránea que permiten abastecer a mi-
llones de personas y sostener una parte importante de
las actividades económicas del país. Sin embargo, la ex-
tracción intensiva de agua subterránea en diversas re-
giones ha generado desequilibrios entre los volúmenes
de extracción y los procesos naturales de recarga.

Numerosos acuíferos del país presentan condiciones
de sobreexplotación, situación que compromete la sos-
tenibilidad del recurso y genera riesgos para la seguri-
dad hídrica de largo plazo.13

La problemática hídrica nacional también se encuentra
estrechamente vinculada con la calidad del agua. La
contaminación de ríos, lagos, arroyos y cuerpos recep-
tores representa uno de los principales obstáculos para
garantizar la disponibilidad efectiva de recursos hídri-
cos aptos para distintos usos. Las descargas de aguas
residuales insuficientemente tratadas, los procesos in-
dustriales, ciertas actividades agropecuarias y el creci-
miento urbano desordenado han contribuido al dete-
rioro de diversos ecosistemas acuáticos del país.14 La
degradación de la calidad del agua no solamente gene-
ra impactos ambientales, sino que incrementa los cos-
tos asociados al abastecimiento, tratamiento y aprove-
chamiento del recurso.

Dentro de este contexto nacional, el estado de Jalisco
ocupa una posición particularmente relevante debido a
su importancia demográfica, económica y territorial.
Jalisco constituye una de las entidades federativas con
mayor dinamismo económico del país y concentra im-
portantes actividades industriales, agrícolas, comer-
ciales y de servicios que demandan volúmenes signifi-
cativos de agua para su funcionamiento.

El crecimiento poblacional y urbano durante las últi-
mas décadas, ha incrementado de manera importante

la demanda de servicios relacionados con el abasteci-
miento de agua potable, saneamiento e infraestructura
hidráulica. Esta situación ha generado presiones cre-
cientes sobre las fuentes de abastecimiento disponi-
bles.

La Zona Metropolitana de Guadalajara, una de las áre-
as urbanas más importantes de México, depende de un
sistema complejo de fuentes superficiales y subterrá-
neas para satisfacer las necesidades de millones de ha-
bitantes. La creciente demanda asociada al desarrollo
urbano ha colocado en el centro del debate público la
necesidad de fortalecer la planeación hídrica de largo
plazo y mejorar los mecanismos de gestión sustentable
del recurso.15 Paralelamente, diversas regiones de Ja-
lisco enfrentan desafíos relacionados con la conserva-
ción de sus cuencas hidrológicas y la protección de sus
acuíferos.

La complejidad de los desafíos hídricos que enfrenta
Jalisco demuestra que las soluciones no pueden limi-
tarse exclusivamente a intervenciones de infraestruc-
tura. Si bien las obras hidráulicas continúan siendo im-
portantes, la experiencia nacional e internacional ha
evidenciado que la sostenibilidad de los recursos hí-
dricos depende también de la calidad de las institucio-
nes encargadas de su gestión, de la participación in-
formada de la sociedad y de la incorporación de
evidencia científica en la toma de decisiones públicas.

Esta premisa coincide con los diagnósticos de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos, la cual ha señalado de manera reiterada que
la gobernanza del agua constituye uno de los factores
más determinantes para enfrentar los retos asociados a
la escasez, contaminación y uso sustentable del recur-
so.16 Por ello, las estrategias orientadas a fortalecer la
participación social, la colaboración académica y los
mecanismos de monitoreo y evaluación representan
herramientas fundamentales para mejorar la gestión
hídrica. En consecuencia, frente a un contexto caracte-
rizado por una creciente presión sobre las fuentes de
abastecimiento, riesgos asociados a la sobreexplota-
ción de acuíferos, procesos de degradación ambiental
y desafíos derivados del crecimiento urbano, resulta
plenamente justificado impulsar acciones orientadas a
fortalecer la gobernanza hídrica y la participación de
diversos sectores sociales en la protección y recupera-
ción de las cuencas y acuíferos del estado de Jalisco.
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La protección de cuencas hidrológicas y acuíferos re-
presenta que la colaboración entre autoridades y so-
ciedad resulta indispensable. Las cuencas constituyen
unidades territoriales complejas dentro de las cuales
interactúan procesos ecológicos, hidrológicos, econó-
micos y sociales que trascienden los límites adminis-
trativos tradicionales. Las actividades realizadas en
una determinada zona pueden generar impactos sobre
la disponibilidad y calidad del agua en otras regiones
ubicadas dentro de la misma cuenca. Por ello, la ges-
tión moderna del agua ha evolucionado hacia enfoques
que privilegian la planeación integral basada en cuen-
cas hidrológicas y la participación de los distintos ac-
tores involucrados en su conservación.17

En México, este principio ha sido incorporado progre-
sivamente dentro del marco institucional relacionado
con la gestión de los recursos hídricos.

La Ley de Aguas Nacionales reconoce la importancia
de promover la participación de usuarios, organizacio-
nes sociales y autoridades en los procesos de planea-
ción y administración del agua.18

La experiencia internacional ha demostrado que los
esquemas participativos fortalecen la calidad de las
decisiones públicas y contribuyen a generar mayores
niveles de corresponsabilidad social respecto a la pro-
tección de los recursos naturales. Cuando las comuni-
dades participan activamente en los procesos de pla-
neación y gestión, aumenta la legitimidad de las
políticas públicas y se fortalecen las capacidades co-
lectivas para enfrentar problemas complejos.19

En materia hídrica, esta participación resulta particu-
larmente valiosa debido a que las personas usuarias,
comunidades locales y organizaciones territoriales po-
seen conocimientos relevantes sobre las condiciones
específicas de sus entornos y pueden contribuir signi-
ficativamente a la identificación de riesgos, necesida-
des y oportunidades de mejora. La gobernanza hídrica
también guarda una estrecha relación con los princi-
pios democráticos de transparencia y rendición de
cuentas.

La difusión de información, el acceso a datos confia-
bles y la existencia de espacios institucionales para la
deliberación pública permiten fortalecer la confianza
ciudadana y mejorar la calidad de los procesos de to-
ma de decisiones.20

Estos elementos adquieren una importancia creciente
en contextos donde la disponibilidad de agua enfrenta
presiones derivadas del crecimiento urbano, el des-
arrollo económico y la variabilidad climática. Particu-
larmente en el estado de Jalisco, donde convergen im-
portantes actividades agrícolas, industriales,
comerciales y urbanas, la gestión sustentable del agua
requiere mecanismos permanentes de coordinación
entre autoridades, usuarios y sociedad civil. La magni-
tud de los desafíos asociados a la protección de cuen-
cas y acuíferos exige fortalecer los espacios institucio-
nales de diálogo, consulta y colaboración orientados a
construir soluciones compartidas para la conservación
de los recursos hídricos. Asimismo, la corresponsabi-
lidad ciudadana constituye un componente esencial de
cualquier estrategia exitosa de gestión del agua.

La protección de los ecosistemas acuáticos, la preven-
ción de la contaminación, el uso eficiente del recurso
y la conservación de las fuentes de abastecimiento de-
penden en gran medida de la participación activa de la
sociedad.

La Organización de las Naciones Unidas ha sosteni-
do que el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo
Sostenible relacionados con el agua, como el Objeti-
vo 6

“Garantizar la disponibilidad de agua y su gestión
sostenible y el saneamiento para todos” 

Se requieren fortalecer los mecanismos de participa-
ción social y gobernanza colaborativa en todos los ni-
veles de gobierno.21

Por ello, resulta indispensable promover acciones
orientadas a consolidar espacios de participación in-
formada y coordinación institucional que permitan in-
volucrar a la ciudadanía en la protección de los recur-
sos hídricos.

En este sentido, fortalecer los mecanismos de gober-
nanza hídrica existentes, ampliar los espacios de diá-
logo con actores sociales y fomentar la participación
de comunidades, organizaciones e instituciones intere-
sadas en la conservación del agua constituye una me-
dida plenamente congruente con las mejores prácticas
internacionales y con los principios que orientan la
gestión sustentable de los recursos naturales.
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La gestión contemporánea de los recursos hídricos
exige cada vez mayores niveles de conocimiento téc-
nico, capacidad de análisis científico y disponibilidad
de información confiable para la toma de decisiones
públicas. La complejidad de los fenómenos que inci-
den sobre la disponibilidad y calidad del agua ha su-
perado los esquemas tradicionales de administración
basados exclusivamente en criterios operativos o ad-
ministrativos, haciendo indispensable la incorporación
permanente de evidencia científica en los procesos de
planeación, monitoreo y gestión del recurso.

Particularmente en contextos de creciente incertidum-
bre ambiental, la investigación científica permite iden-
tificar tendencias, anticipar riesgos y formular estrate-
gias preventivas orientadas a garantizar la
disponibilidad futura del recurso.

La importancia de la evidencia técnica en materia hí-
drica se explica por la propia naturaleza de los siste-
mas acuáticos.

En México, la relevancia de la investigación científica
aplicada al agua ha sido reconocida por diversas insti-
tuciones especializadas como el Instituto Mexicano de
Tecnología del Agua.

La utilidad de la investigación científica se manifiesta
en múltiples dimensiones de la política hídrica. Por
ejemplo, la evaluación de acuíferos requiere informa-
ción especializada relacionada con niveles de extrac-
ción, procesos de recarga, características geológicas y
disponibilidad de agua subterránea. Del mismo modo,
la protección de cuencas demanda estudios sobre uso
del suelo, cobertura vegetal, erosión, calidad del agua
y conservación de ecosistemas estratégicos.22

Sin información actualizada y técnicamente sólida, re-
sulta considerablemente más difícil diseñar políticas
eficaces orientadas a la protección y recuperación de
los recursos hídricos.

La investigación científica permite desarrollar escena-
rios prospectivos, identificar vulnerabilidades y dise-
ñar estrategias de adaptación que contribuyan a forta-
lecer la resiliencia de las comunidades y de los
sistemas de abastecimiento.

En el caso específico de Jalisco, la participación de las
instituciones académicas adquiere una relevancia par-

ticular debido a la existencia de una sólida infraestruc-
tura científica y educativa que puede contribuir signi-
ficativamente a la protección de los recursos hídricos
de la entidad.

Universidades públicas y privadas, centros de investi-
gación y organismos especializados desarrollan per-
manentemente estudios relacionados con hidrología,
ciencias ambientales, ordenamiento territorial, gestión
de recursos naturales y sustentabilidad. Este capital
científico representa una oportunidad estratégica para
fortalecer la capacidad institucional del estado en ma-
teria hídrica.

La colaboración entre autoridades e instituciones aca-
démicas permite aprovechar conocimientos especiali-
zados para mejorar los procesos de diagnóstico, moni-
toreo y evaluación de políticas públicas.

La experiencia internacional demuestra que los mode-
los de gobernanza hídrica más exitosos suelen incor-
porar mecanismos permanentes de interacción entre
gobiernos y comunidades científicas. La UNESCO ha
señalado que la denominada “interfaz ciencia-política”
constituye un elemento fundamental para garantizar
que el conocimiento generado por la investigación
académica pueda traducirse efectivamente en decisio-
nes públicas que beneficien a la sociedad.23 Este enfo-
que resulta especialmente relevante en sectores donde
los desafíos técnicos son complejos y las decisiones
tienen implicaciones de largo plazo, como ocurre pre-
cisamente en materia hídrica. Asimismo, la vincula-
ción académica favorece la formación de nuevas ge-
neraciones de especialistas comprometidos con la
gestión sustentable del agua y contribuye a fortalecer
la cultura científica dentro de las instituciones públi-
cas.

La participación de universidades y centros de investi-
gación en proyectos relacionados con monitoreo am-
biental, se traducen en herramientas útiles para la toma
de decisiones gubernamentales. Por ello, fortalecer los
mecanismos de colaboración entre autoridades estata-
les e instituciones académicas constituye una medida
plenamente congruente con las mejores prácticas in-
ternacionales en materia de gobernanza hídrica.

La promoción de alianzas estratégicas orientadas a la
generación de evidencia técnica, el intercambio de in-
formación científica y el desarrollo de estudios espe-
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cializados puede contribuir significativamente a mejo-
rar la protección, recuperación y gestión sustentable
de las cuencas y acuíferos de Jalisco.

La protección efectiva de los recursos hídricos requie-
re no solamente de instituciones sólidas, marcos nor-
mativos adecuados y conocimiento científico especia-
lizado, sino también de una ciudadanía informada,
participativa y comprometida con la conservación del
agua. La experiencia internacional ha demostrado que
los modelos de gestión hídrica más exitosos son aque-
llos que logran articular la acción gubernamental con
mecanismos permanentes de participación social, vigi-
lancia comunitaria y acceso transparente a la informa-
ción pública.

Durante las últimas décadas, organismos internaciona-
les especializados han impulsado un cambio de para-
digma en la gestión ambiental y de los recursos natu-
rales, promoviendo esquemas de gobernanza más
abiertos, colaborativos y participativos. Bajo esta vi-
sión, las comunidades dejan de ser consideradas úni-
camente beneficiarias de las políticas públicas para
convertirse en actores relevantes dentro de los proce-
sos de observación, monitoreo, evaluación y protec-
ción de los ecosistemas.24 El monitoreo comunitario
representa una de las expresiones más relevantes de
este enfoque participativo. A través de esquemas orga-
nizados de observación y seguimiento, las comunida-
des pueden contribuir a identificar oportunamente pro-
blemas relacionados con contaminación, alteraciones
en cauces, deterioro de ecosistemas acuáticos, extrac-
ción irregular de recursos hídricos o cualquier otra si-
tuación que represente un riesgo para la conservación
del agua.25

La información generada mediante estos mecanismos
no sustituye las funciones técnicas o regulatorias de
las autoridades competentes, pero sí puede comple-
mentar significativamente las capacidades institucio-
nales de vigilancia y seguimiento. Asimismo, el moni-
toreo participativo favorece la construcción de una
cultura de corresponsabilidad ambiental.

La transparencia y el acceso a la información constitu-
yen elementos fundamentales para el adecuado fun-
cionamiento de estos mecanismos.

La información pública relacionada con la disponibili-
dad de agua, calidad de cuerpos hídricos, niveles de

extracción, condiciones de los acuíferos y desempeño
de las políticas públicas representa una herramienta in-
dispensable para fortalecer la participación informada
de la ciudadanía.

El acceso a datos confiables permite a las comunida-
des comprender mejor los desafíos que enfrentan sus
territorios y participar de manera más efectiva en los
procesos de toma de decisiones.26 En este sentido, di-
versos instrumentos internacionales han reconocido
que la transparencia ambiental constituye un compo-
nente esencial de la gobernanza democrática.

El denominado Acuerdo de Escazú, del cual México es
Estado Parte, establece la importancia de garantizar el
acceso a la información ambiental, promover la parti-
cipación pública en los procesos de toma de decisiones
y fortalecer los mecanismos de acceso a la justicia en
asuntos ambientales.27 Estos principios resultan plena-
mente aplicables a la gestión de los recursos hídricos y
a las estrategias orientadas a fortalecer la protección
de cuencas y acuíferos.

La participación comunitaria también puede contribuir
a mejorar la capacidad de respuesta institucional fren-
te a problemas emergentes. La presencia permanente
de actores locales en el territorio facilita la detección
temprana de riesgos y permite generar canales de co-
municación más ágiles entre las comunidades y las au-
toridades responsables de la gestión ambiental e hídri-
ca.28 Esta interacción favorece la construcción de
relaciones de confianza y fortalece la legitimidad de
las acciones gubernamentales.

Particularmente en el estado de Jalisco, donde conver-
gen importantes cuencas hidrológicas, cuerpos de
agua estratégicos y zonas de creciente presión sobre
los recursos hídricos, el fortalecimiento de mecanis-
mos de monitoreo participativo puede representar una
herramienta valiosa para complementar los esfuerzos
institucionales de protección ambiental. Las organiza-
ciones comunitarias, los comités locales, las asocia-
ciones de usuarios, las instituciones educativas y di-
versos actores sociales poseen capacidades que
pueden contribuir al seguimiento y conservación de
los recursos hídricos cuando existen condiciones ade-
cuadas para su participación.

Promover mecanismos de monitoreo comunitario, for-
talecer la participación de comités locales, impulsar
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iniciativas de ciencia ciudadana y ampliar el acceso a
la información relacionada con la gestión de cuencas y
acuíferos constituye una medida plenamente con-
gruente con los principios de gobernanza hídrica reco-
nocidos a nivel nacional e internacional. Estas accio-
nes no implican sustituir las responsabilidades legales
de las autoridades competentes, sino complementarlas
mediante esquemas de colaboración que permitan
aprovechar el conocimiento local, fortalecer la trans-
parencia y fomentar una mayor corresponsabilidad so-
cial en la protección del agua.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente, al gobier-
no del estado de Jalisco, por conducto de la Secretaría
de Gestión Integral del Agua (Segia) y de la Secretaría
de Medio Ambiente y Desarrollo Territorial (Sema-
det), a fortalecer y ampliar los espacios de gobernanza
hídrica existentes, tales como los Consejos de Cuenca
y sus órganos auxiliares, promoviendo la participación
activa de instituciones de educación superior, centros
de investigación, organizaciones sociales y comunida-
des locales en los procesos de planeación, diseño e im-
plementación de políticas para la conservación y ges-
tión sustentable del recurso hídrico.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, al
gobierno del estado de Jalisco, a través de sus de-
pendencias competentes, a promover la celebración
de convenios de colaboración y vinculación técnico-
científica con universidades públicas y privadas de
la entidad, con la finalidad de aprovechar las capaci-
dades técnicas y científicas existentes para el des-
arrollo de estudios de balance hidrológico, identifi-
cación de zonas prioritarias de recarga hídrica y
monitoreo de la calidad de los acuíferos, bajo un es-
quema de optimización de recursos y sin que ello
implique la asignación de partidas presupuestales
extraordinarias.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente, al gobier-
no del estado de Jalisco a impulsar y fortalecer pro-
gramas de monitoreo comunitario participativo y

contraloría social del agua en las subcuencas priorita-
rias, mediante la capacitación de comités locales de
agua y organizaciones de la sociedad civil en el uso de
herramientas tecnológicas de acceso abierto, a fin de
fortalecer la participación comunitaria, la transparen-
cia y la gestión sustentable del recurso hídrico.
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https://www.undp.org/es/mexico/proyectos/participacion-ciudada-
na-y-gobernanza-ambiental

26. Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información
y Protección de Datos Personales. Derecho de acceso a la infor-
mación ambiental. Recuperado de: INAI Oficial

27. Acuerdo de Escazú. Comisión Económica para América Lati-
na y el Caribe. https://www.cepal.org/es/acuerdodeescazu

28. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. Partici-
pación comunitaria y gobernanza territorial.
https://www.undp.org/governance

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a miércoles 30 de septiembre de 2026.

Diputada Marcela Michel López (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE SOLICITA A LOS
32 GOBERNADORAS Y GOBERNADORES DEL PAÍS, ASÍ CO-
MO A LA PERSONA TITULAR DE LA SEP A GARANTIZAR LA
SALUD SOCIOEMOCIONAL DE PROFESORES DE LOS NIVE-
LES, BÁSICO, MEDIO SUPERIOR Y SUPERIOR DE TODO EL
PAÍS, A CARGO DE LA DIPUTADA MARISELA ZÚÑIGA CE-
RÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quién suscribe, diputada Marisela Zúñiga Cerón, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 6, fracción I; y 79, numeral 2 del Reglamento
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, someto a consideración de esta asamblea, la
siguiente proposición con punto de acuerdo por el que
se solicita a los 32 gobernadoras y gobernadores del
país, así como a la persona titular de la Secretaría
de Educación Pública del gobierno de México, ga-
rantizar la salud socioemocional de profesores de
los niveles básico, medio superior y superior de to-
do el país, al tenor de la siguiente

Problemática

Durante décadas se incrustó dentro de la memoria co-
lectiva de nuestro país, la idea que las y los profesores,
no solamente tenían un papel fundamental en la ense-
ñanza y aprendizaje de las nuevas generaciones, tam-
bién debían cumplir con un papel de acompañamiento
a las y los alumnos, como parte de su proceso forma-
tivo.

Sin embargo, los procesos formativos, sociales y cul-
turales han dado giros muy importantes a lo largo de
los años, hoy en día las relaciones fracturadas, las rup-
turas del tejido social, la escalada de violencia y las fa-
llas de un sistema estructural desigual, han permeado
en la relación que se tiene dentro de los espacios edu-
cativos.

Cuando antes se tenía una relación de cordialidad, res-
peto y admiración por las y los profesores, ahora se ha
trasladado a un esquema de violencia, resentimiento y
acoso en contra de las y los profesores.

Los datos precisan que existe una proliferación de ac-
tuaciones de acoso, violencia y maltrato dirigida hacia
las y los profesores, a tal grado que la Encuesta Na-
cional de Violencia hacia los Maestros, elaborada por
organizaciones de padres de familia en el país, men-

ciona que más de un millón 400 mil docentes han su-
frido algún tipo de violencia durante 2024.

Por su parte, la Autoridad Educativa Federal repor-
tó que en la Ciudad de México se registraron seis
casos de agresiones de alumnos contra maestros en
2021, cifra que aumentó a 25 en 2022 y para el 2023
se contabilizaron 21. De las 52 agresiones docu-
mentadas en esos tres años, 46 ocurrieron en secun-
daria.1

Ante estos hechos es imperativo impulsar acciones,
mecanismos y estrategias nacionales para la detección,
atención y prevención de la violencia en contra de los
profesores, sin embargo, atacar la violencia contra los
profesores es solo el primer paso para atender un pro-
blema creciente en el país.

También, debemos atender de manera integral la salud
socioemocional de las y los profesores, esa parte de la
integralidad que ha quedado en el olvido dentro de los
manuales, reglas de operación y las sesiones de Con-
sejo Técnico dentro de las escuelas.

Tal es el grado que diversos estudios demuestran; has-
ta el 42 por ciento de las y los maestros experimentan
niveles significativos de estrés, ansiedad y depresión.

Si a estos niveles le aumentamos los casos de maltra-
to, violencia y acoso que sufren profesores por parte
de alumnos, padres de familia, personal docente e in-
cluso personal administrativo, nos encontramos en un
problema que sale de una esfera privada y poco a po-
co se ha ido posicionando como un tema de salud pú-
blica en el país.

Considerandos

Primero. Qué de acuerdo con la cadena televisiva
DW, en su nota denominada “Por qué los maestros la-
tinoamericanos están huyendo de las aulas” se recono-
ce que la violencia contra los profesores, el aumento
en los niveles de estrés, ansiedad y depresión ha proli-
ferado que los profesores empiecen a desistir de la do-
cencia en escuelas tanto a nivel mundial como espe-
cialmente en latinoamérica y México.

Adicionalmente se hace referencia a la carga excesiva
de exigencias que se esperan de los docentes, no solo
el tema de aprendizaje, sino también deben de mane-
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jarse como mediadores y tener un acompañamiento,
incluso fuera del aula.2

Segundo. Qué durante la transmisión del Foro “Ha-
blemos claraMENTE 2024”, del Departamento de Psi-
quiatría y Salud Mental de la Facultad de Medicina de
la UNAM, se mencionó, que la salud mental en la do-
cencia no debe verse como un lujo, sino como un de-
recho y una necesidad, ya que si los docentes están
bien, los alumnos también lo estarán.3

Tercero. Qué algunas instituciones ya han empezado a
implementar programas piloto y programas permanen-
te para la atención, prevención y cuidado de la salud
socioemocional de los profesores, uno de estos ejem-
plo es el Instituto Tecnológico y de Estudios Superio-
res de Occidente, el cual ha establecido algunas estra-
tegias para el autocuidado de quienes ejercen la
docencia.

Sin embargo, dichos recursos se manifiestan única-
mente en un ámbito personal, lo que no contribuye
esencialmente a la atención integral e interinstitucio-
nal de la salud socioemocional, sino que lo relega a un
ámbito privado.4

Cuarto. Qué tal es el grado de exclusión que se tiene
de para el entendimiento, atención, y cuidado de la sa-
lud socioemocional de las y los profesores, que la ma-
yoría de manuales operativos, artículos para la aten-
ción de la salud mental dentro de los entornos
escolares, está dirigido hacia las y los alumnos, po-
niendo como principal promotor del mismo a las y los
docentes, lo que propicia la invisibilización de la pro-
pia salud mental de los profesores y aumenta las exi-
gencias que debe de tener el docente dentro de las au-
las.

Quinto. Que durante la mesa de presentación del in-
forme “Mejorando la protección y el bienestar en las
escuelas. Propuestas para la creación de entornos se-
guros y protectores” la Subsecretaría de Educación
Básica de la Secretaría de Educación Pública, recono-
ció que la sobrecarga administrativa es un problema
estructural dentro del sistema educativo.5

Sexto. Que en dicho informe “Mejorando la protec-
ción y el bienestar en las escuelas. Propuestas para la
creación de entornos seguros y protectores” se eviden-
ció los desafíos estructurales y problemáticas identifi-

cadas entre docentes de primaria y secundaria que fue-
ron entrevistados, entre las cuales se encuentran; des-
ánimo, estrés ante la precariedad, falta de soporte ins-
titucional, creciente sensación de vigilancia sobre su
labor y deterioro de las condiciones de trabajo.6

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea, la siguiente proposición
con

Puntos de Acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados solicita
a los 32 gobernadores y gobernadoras de la República
Mexicana, para planear, diseñar y ejecutar programas
de atención de la salud socioemocional dirigido prin-
cipalmente a las y los profesores de educación básica,
media superior y superior.

Segundo. La honorable Cámara de Diputados solicita
a la persona titular de la Secretaría de Educación Pú-
blica del gobierno de México, a planear, diseñar y eje-
cutar programas y manuales de operación para la aten-
ción de la salud socioemocional dirigido
principalmente a las y los profesores de educación bá-
sica, media superior y superior.

Tercero. La honorable Cámara de Diputados solicita a
los 32 congresos locales a impulsar reformas legislati-
vas que garanticen el reconocimiento del derecho a la
salud socioemocional de las y los profesores, así como
promover mecanismos de protección y cuidado dentro
de las leyes de educación estatales.

Notas

1. https://buzos.com.mx/noticia/en-mexico-4-de-cada-10-maes-
tros-sufren-violencia

2. https://www.youtube.com/watch?v=ObNWUfOqBZs

3. https://gaceta.facmed.unam.mx/index.php/2024/05/28/bienes-
tar-y-salud-mental-del-docente-la-base-de-une-educacion-equita-
tiva-y-eficaz/

4. https://entresaberes.iteso.mx/estrategias-de-autocuidado-para-
profesores/

5. https://www.educacionfutura.org/sep-unesco-y-especialistas-
llaman-a-hacer-del-bienestar-docente-una-prioridad-estructural/
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6. https://mx.fundacion-sm.org/wp-content/uploads/si-
t e s / 1 7 / 2 0 2 6 / 0 5 / P R O T E C C I O N - Y- B I E N E S TA R -
MX_120526.pdf?fbclid=IwRlRTSARzH_pleHRuA2FlbQIx-
MABzcnRjBmFwcF9pZAo2NjI4NTY4Mzc5AAEekSQh-t9_IX2
z D c u i p m H P V D h -
5YsajpWURA8v6veMd19rtsBZds15GxxZtDY_aem_O8uzop7zs
SbsA3Rl9MS4yg

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de octubre de 2026.

Diputada Marisela Zúñiga Cerón (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA SOLICITAR RESPETUOSA-
MENTE A LA CONAPESCA A REVISAR Y ATENDER LAS SOLI-
CITUDES DE PERMISOS DE PESCA SOLICITADOS POR TRES
COOPERATIVAS PESQUERAS QUE TRABAJAN EN EL MUNICI-
PIO DE PROGRESO, YUCATÁN, A CARGO DEL DIPUTADO
JORGE LUIS SÁNCHEZ REYES, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

Quien suscribe, Jorge Luis Sánchez Reyes, diputado
integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura, del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 79, numeral 1 y fracción II, y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta soberanía la presente
proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones 

En México, 247,479 personas se dedican a actividades
de captura pesquera y acuacultura, de acuerdo con da-
tos del Anuario Estadístico de la Comisión Nacional
de Acuacultura y Pesca, difundidos por la Secretaría
de Agricultura y Desarrollo Rural.1

En este contexto nacional, el municipio de Progreso,
Yucatán, destaca por su vocación pesquera. De acuer-

do con el padrón de pescadores correspondiente a
2025 de la Secretaría de Pesca y Acuacultura Susten-
tables de Yucatán (Sepasy), se registraron 3,888 pes-
cadores en este municipio.2

El ejercicio de esta noble actividad permite a las y los
pescadores sostener a sus familias, contribuir a la so-
beranía alimentaria del país y generar empleos vincu-
lados con la comercialización, el transporte y los ser-
vicios locales. Por ello, contar con certeza sobre la
expedición y renovación de los permisos y autoriza-
ciones necesarios resulta indispensable para planear
sus labores, dar continuidad a su actividad productiva
y cumplir con la regulación pesquera.

Esta necesidad encuentra sustento en el artículo 5, pri-
mer párrafo, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, que establece expresamente:

“A ninguna persona podrá impedirse que se dedique
a la profesión, industria, comercio o trabajo que le
acomode, siendo lícitos.”3

En este sentido, la pesca constituye una actividad líci-
ta cuyo ejercicio está sujeto a los permisos y demás re-
quisitos previstos en la legislación aplicable. Por ello,
resulta indispensable que las autoridades competentes
atiendan y resuelvan oportunamente las solicitudes de
renovación, para brindar certeza jurídica a las y los
pescadores y evitar que la falta de respuesta prolongue
la incertidumbre sobre la continuidad de su actividad
productiva y el sustento económico de sus familias.

Asimismo, el artículo 8 constitucional reconoce el de-
recho de petición y dispone textualmente:

“Los funcionarios y empleados públicos respetarán
el ejercicio del derecho de petición, siempre que és-
ta se formule por escrito, de manera pacífica y res-
petuosa; pero en materia política sólo podrán hacer
uso de ese derecho los ciudadanos de la República.

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito
de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual
tiene obligación de hacerlo conocer en breve tér-
mino al peticionario.”4

Este precepto constituye el fundamento central del ex-
horto para que las solicitudes de renovación de permi-
sos sean revisadas y reciban una respuesta escrita y

Gaceta Parlamentaria Martes 6 de octubre de 202616



oportunamente comunicada a sus promoventes. El de-
recho de petición exige una respuesta de la autoridad,
sin que ello implique necesariamente una resolución
favorable ni sustituya el cumplimiento de los requisi-
tos legales correspondientes.

De manera complementaria, el artículo 25, párrafo
décimo, constitucional establece:

“A fin de contribuir al desarrollo y bienestar de las
personas, grupos, comunidades y sectores sociales
y económicos, las autoridades de todos los órdenes
de gobierno deberán implementar políticas públicas
de simplificación administrativa y digitalización de
trámites y servicios, buenas prácticas regulatorias,
desarrollo y fortalecimiento de capacidades tecno-
lógicas públicas y los demás objetivos que esta-
blezca la Ley Nacional en la Materia.”5

Esta disposición respalda la necesidad de facilitar la
atención y el seguimiento de los trámites de las coo-
perativas pesqueras, mediante mecanismos accesibles
que reduzcan cargas administrativas y desplazamien-
tos innecesarios, con observancia de la normativa apli-
cable.

Integrantes de las cooperativas Pescadores Ribereños
del Puente, S.C. de R.L. de C.V.; Unidad Chicxulub,
S.C. de R.L. de C.V.; y Pulperos Costeños, S.C. de
R.L. de C.V., han manifestado que sus solicitudes de
renovación de permisos de pesca permanecen en trá-
mite desde hace periodos que oscilan entre uno y seis
años, sin que, se les haya otorgado la renovación soli-
citada o, en su caso, rechazar dicha solicitud.

Ante lo expresado por las cooperativas, se solicita res-
petuosamente a la autoridad competente revisar cada
expediente, considerando sus fechas de ingreso, la do-
cumentación presentada y el seguimiento realizado,
con el propósito de conocer las circunstancias que han
prolongado los trámites y facilitar su resolución.

De acuerdo con lo compartido por las y los pescado-
res, la falta de permisos vigentes dificulta la continui-
dad de sus labores y repercute en los ingresos destina-
dos al sustento de sus familias. A ello se suman los
gastos y el tiempo que dedican al seguimiento de sus
solicitudes, por lo que una atención oportuna repre-
sentaría un apoyo significativo para su actividad y la
economía de sus hogares.

Asimismo, las y los pescadores han señalado dificulta-
des para dar seguimiento a sus solicitudes debido a la
distancia respecto de la oficina de Conapesca, ubicada
en Mazatlán, Sinaloa.

En este sentido, se solicita, respetuosamente, que la re-
visión permita identificar si existe documentación por
complementar, requerimientos pendientes o aspectos
técnicos y jurídicos por atender, y que se brinde orien-
tación clara a las cooperativas para su cumplimiento.
Una vez satisfechos los requisitos, se pide resolver las
solicitudes y otorgar las renovaciones que resulten
procedentes; en caso de existir algún impedimento,
comunicar sus razones mediante una resolución fun-
dada y motivada.

La atención de estas solicitudes contribuiría a brindar
certeza jurídica y tranquilidad a quienes encuentran en
la pesca su sustento familiar. Por ello, se hace un lla-
mado respetuoso a favorecer su pronta resolución, con
observancia de los requisitos legales, las vedas y las
medidas de conservación de los recursos pesqueros.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta ho-
norable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión solicita, respetuosamente, a la Co-
misión Nacional de Acuacultura y Pesca (Conapesca),
para que revise y atienda de manera urgente las soli-
citudes de renovación de permisos de pesca presenta-
das por las cooperativas Pescadores Ribereños del
Puente, S.C. de R.L. de C.V.; Unidad Chicxulub, S.C.
de R.L. de C.V.; y Pulperos Costeños, S.C. de R.L. de
C.V., del municipio de Progreso, Yucatán, cuyos inte-
grantes reportan períodos de espera de uno a seis
años; emita y notifique las resoluciones correspon-
dientes y, en su caso, otorgue las renovaciones proce-
dentes, a fin de brindar certeza jurídica a su actividad
productiva, proteger el sustento económico de sus fa-
milias y reconocer su contribución a la soberanía ali-
mentaria del país.

Notas

1. Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. (2026, 25 de ene-
ro). Pescadores y pescadoras, guardianes de nuestra soberanía ali-
mentaria. Consultado en: https://www.gob.mx/agricultura/es/arti-
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culos/pescadoras-y-pescadoras-guardianes-de-nuestra-soberania-
alimentaria

2. Secretaría de Pesca y Acuacultura Sustentables de Yucatán.
(2025). Padrón de pescadores 2025. Consultado en: https://pes-
ca.yucatan.gob.mx/secciones/ver/padron-de-pescadores-veda-
2025

3. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
[CPEUM], 1917, art. 5. Consultado en:
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm

4. CPEUM, 1917, art. 8. Consultado en:
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm

5. CPEUM, 1917, art. 25, párr. 10. Consultado en: https://www.di-
putados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm

Dado en la Ciudad de México, 
a 6 de octubre de 2026.

Diputado Jorge Luis Sánchez Reyes (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, CON MOTIVO DEL OCTOGÉSIMO
ANIVERSARIO DE LOS JUICIOS DE NÚREMBERG POR CON-
MEMORARSE EL 20 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SOLICITA
RESPETUOSAMENTE A LA SRE, AL SENADO DE LA REPÚ-
BLICA Y A LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE
CONGRESO DE LA UNIÓN, PARA CONTINUAR FORTALECIEN-
DO, EN EL ÁMBITO DE SUS RESPECTIVAS ATRIBUCIONES Y
MEDIANTE LOS MECANISMOS DE DIPLOMACIA Y DIPLOMA-
CIA PARLAMENTARIA, LOS VÍNCULOS ENTRE LAS NACIONES
Y LOS PARLAMENTOS DEL MUNDO, ASÍ COMO LA PROMO-
CIÓN DEL DERECHO INTERNACIONAL, LA IGUALDAD SOBE-
RANA Y JURÍDICA DE LOS ESTADOS, LA SOLUCIÓN PACÍFICA
DE LAS CONTROVERSIAS Y LA COOPERACIÓN INTERNACIO-
NAL, A CARGO DE LA DIPUTADA GISELLE YUNUEEN ARE-
LLANO ÁVILA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, diputada Giselle Yunueen Arellano
Ávila, integrante del Grupo Parlamentario de Morena

en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I;
79, numeral 1, fracción II y demás relativos y aplica-
bles del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente
proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

I. A ochenta años de los Juicios de Núremberg

El 20 de noviembre de 1945 inició en Núremberg, Ale-
mania, el proceso principal ante el Tribunal Militar In-
ternacional constituido para juzgar a los principales di-
rigentes del régimen nacionalsocialista alemán. El
Tribunal pronunció sus sentencias los días 30 de sep-
tiembre y 1 de octubre de 1946.1 Los registros oficia-
les conservados por los National Archives and Re-
cords Administration de los Estados Unidos
documentan tanto las actuaciones del Tribunal como
las fechas del procedimiento. El archivo correspon-
diente comprende registros, transcripciones y materia-
les utilizados durante el proceso ante el Tribunal Mili-
tar Internacional. El octogésimo aniversario de estos
acontecimientos constituye una oportunidad para re-
flexionar desde las instituciones públicas sobre la evo-
lución del derecho internacional y sobre la capacidad
de la comunidad internacional para desarrollar nuevas
instituciones jurídicas frente a las transformaciones
históricas.

Los Juicios de Núremberg surgieron en circunstancias
extraordinarias posteriores a la Segunda Guerra Mun-
dial. Su estudio exige atender su contexto histórico y
jurídico, así como el desarrollo posterior de los princi-
pios que fueron reconocidos dentro del sistema de las
Naciones Unidas.

La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó
el 11 de diciembre de 1946 la resolución 95 (I), me-
diante la cual confirmó los principios de derecho in-
ternacional reconocidos por el Estatuto del Tribunal de
Núremberg y por sus sentencias.2 Posteriormente, me-
diante la resolución 177 (II), de 21 de noviembre de
1947, la Asamblea General encargó a la Comisión de
Derecho Internacional formular los principios recono-
cidos en el Estatuto y en las sentencias del Tribunal.3
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La Comisión de Derecho Internacional examinó la
materia durante 1949 y 1950. En su segunda sesión,
celebrada en 1950, adoptó la formulación denominada
“Principios de Derecho Internacional reconocidos por
el Estatuto y por las sentencias del Tribunal de Nú-
remberg”. La propia documentación de Naciones Uni-
das precisa que la tarea encomendada a la Comisión
consistía en formular dichos principios, después de
que éstos habían sido confirmados por la Asamblea
General mediante la resolución 95 (I). Este desarrollo
contribuyó a consolidar dentro del derecho internacio-
nal la responsabilidad individual por determinadas
conductas internacionalmente ilícitas y la posibilidad
de atribuir consecuencias jurídicas a las personas por
la comisión de crímenes reconocidos por el derecho
internacional.4 A ochenta años de distancia, la referen-
cia histórica de Núremberg permite analizar la rela-
ción existente entre los grandes cambios internaciona-
les y la necesidad de revisar, desarrollar y adaptar las
instituciones jurídicas encargadas de responder a ellos.

II. La construcción del orden internacional con-
temporáneo

La conclusión de la Segunda Guerra Mundial estuvo
acompañada por un proceso de reorganización institu-
cional de las relaciones internacionales. La Carta de
las Naciones Unidas fue firmada el 26 de junio de
1945 y entró en vigor el 24 de octubre del mismo año.5
La carta estableció como propósitos de la Organiza-
ción mantener la paz y la seguridad internacionales,
fomentar relaciones de amistad entre las naciones y re-
alizar la cooperación internacional para atender pro-
blemas de carácter económico, social, cultural o hu-
manitario. Asimismo, el artículo 1 de la carta vincula
las relaciones de amistad entre las naciones con el res-
peto al principio de igualdad de derechos y al de la li-
bre determinación de los pueblos.

Este marco jurídico conserva vigencia frente a las
transformaciones que experimenta actualmente el sis-
tema internacional. Las instituciones creadas durante
el siglo XX operan hoy dentro de condiciones econó-
micas, tecnológicas, políticas y estratégicas distintas
de aquellas existentes al momento de su creación. La
humanidad se encuentra en constante transformación.
Los cambios en la distribución del poder internacio-
nal, el desarrollo tecnológico, las nuevas formas de
interacción económica y la aparición de desafíos trans-
nacionales obligan a los Estados y a las instituciones

internacionales a examinar continuamente sus meca-
nismos de cooperación. Este proceso de adaptación
institucional debe producirse dentro del derecho inter-
nacional y mediante los procedimientos jurídicos
aceptados por los Estados. La transformación del sis-
tema internacional no elimina la necesidad de reglas
comunes para ordenar las relaciones entre las nacio-
nes.

III. Igualdad soberana de los Estados

El artículo 2, numeral 1, de la Carta de las Naciones
Unidas6 establece que la Organización está basada en
el principio de igualdad soberana de todos sus miem-
bros. El mismo artículo dispone que los Estados
miembros deben cumplir de buena fe las obligaciones
asumidas conforme a la carta y resolver sus controver-
sias internacionales por medios pacíficos, de manera
que no se pongan en peligro la paz, la seguridad inter-
nacional y la justicia. El artículo 2, numeral 4, estable-
ce además la obligación de abstenerse de recurrir a la
amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad te-
rritorial o la independencia política de cualquier Esta-
do, o de cualquier otra forma incompatible con los
propósitos de las Naciones Unidas.

La igualdad soberana constituye, por tanto, uno de los
principios expresamente establecidos por la carta para
ordenar las relaciones entre los integrantes de la co-
munidad internacional.

Esta igualdad jurídica adquiere particular relevancia
en un sistema internacional integrado por Estados con
diferencias sustanciales de territorio, población, recur-
sos económicos, capacidades tecnológicas, influencia
política y poder militar.

La existencia de esas diferencias materiales no modi-
fica el reconocimiento jurídico de los Estados como
integrantes soberanos de la comunidad internacional
conforme a los principios establecidos por la Carta de
las Naciones Unidas.

IV. Derecho internacional y transformación del sis-
tema internacional

El escenario internacional contemporáneo presenta
modificaciones significativas en la distribución de ca-
pacidades económicas, políticas, militares, científicas
y tecnológicas.
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La presencia de distintos centros de poder e influencia
ha incrementado la complejidad de las relaciones in-
ternacionales. Esta realidad suele ser examinada me-
diante categorías vinculadas con la multipolaridad y
con una distribución más plural del poder internacio-
nal. La referencia a la multipolaridad dentro de este
punto de acuerdo tiene una función descriptiva. Reco-
noce una transformación en las relaciones internacio-
nales y la necesidad de mantener mecanismos jurídi-
cos e institucionales capaces de operar dentro de
escenarios caracterizados por una pluralidad creciente
de actores e intereses. Naciones Unidas ha reconocido
recientemente que el contexto de seguridad internacio-
nal experimenta profundas transformaciones. En el
Pacto para el Futuro, los Estados reafirmaron su com-
promiso con el derecho internacional, la Carta de las
Naciones Unidas, la igualdad soberana y la solución
pacífica de controversias.7

La transformación del sistema internacional puede ge-
nerar nuevas áreas de cooperación y nuevas fuentes de
controversia. En ambos casos, el mantenimiento de ca-
nales institucionales permite que los Estados procesen
sus diferencias mediante normas y procedimientos
previamente establecidos.

El derecho internacional constituye uno de los instru-
mentos disponibles para proporcionar previsibilidad
jurídica a las relaciones internacionales y delimitar de-
rechos y obligaciones entre sus sujetos.

V. México y los principios constitucionales de polí-
tica exterior

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece expresamente los principios que deben
orientar la conducción de la política exterior del Esta-
do mexicano.

El artículo 89, fracción X, atribuye a la persona titular
del Poder Ejecutivo federal la facultad de dirigir la po-
lítica exterior y celebrar tratados internacionales, so-
metiéndolos a la aprobación del Senado.

La misma disposición constitucional ordena observar
los principios de autodeterminación de los pueblos, no
intervención, solución pacífica de controversias y
proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las
relaciones internacionales.

El precepto incorpora también la igualdad jurídica de
los Estados, la cooperación internacional para el des-
arrollo, el respeto, protección y promoción de los de-
rechos humanos y la lucha por la paz y la seguridad in-
ternacionales.

Estos principios proporcionan al Estado mexicano un
marco constitucional para desarrollar sus relaciones
internacionales frente a gobiernos, organizaciones in-
ternacionales y otros sujetos reconocidos por el dere-
cho internacional.

La igualdad jurídica de los Estados ocupa una posición
expresa dentro de ese marco. Su incorporación consti-
tucional permite advertir la correspondencia existente
entre determinados principios de la política exterior
mexicana y aquellos establecidos por la Carta de las
Naciones Unidas. Esta base constitucional resulta per-
tinente dentro de un sistema internacional sujeto a
constantes modificaciones, porque permite que la ac-
tuación exterior del Estado mexicano mantenga refe-
rentes jurídicos independientemente de los cambios en
las relaciones de poder internacional.

VI. El Senado de la República y la política exterior

La Constitución reconoce también la participación del
Senado de la República en asuntos de política exterior.
El artículo 768, fracción I, establece entre sus faculta-
des exclusivas analizar la política exterior desarrollada
por el Ejecutivo federal con base en los informes co-
rrespondientes y aprobar los tratados internacionales y
convenciones diplomáticas que celebre el Ejecutivo.
La disposición constitucional comprende igualmente
las decisiones relacionadas con la terminación, denun-
cia, suspensión, modificación, enmienda, retiro de re-
servas y formulación de declaraciones interpretativas
sobre tratados internacionales y convenciones diplo-
máticas.

El Senado participa de esta manera dentro de la es-
tructura constitucional mediante la cual el Estado
mexicano desarrolla y examina determinados com-
ponentes de su política exterior. Esta función pue-
de complementarse mediante los mecanismos de
relación interparlamentaria que correspondan, res-
petando las facultades constitucionales de cada Cá-
mara y las atribuciones propias del Poder Ejecutivo
federal.
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VII. La Cámara de Diputados y la diplomacia par-
lamentaria

El Reglamento de la Cámara de Diputados reconoce
expresamente la diplomacia parlamentaria dentro de
sus actividades institucionales. El artículo 269 la defi-
ne como la actividad desarrollada por la Cámara, por
sí o como parte del Congreso de la Unión, que realizan
las diputadas y los diputados con sus contrapartes del
mundo en el ámbito de las relaciones internacionales.
El propio Reglamento establece que la diplomacia par-
lamentaria se desarrolla mediante mecanismos de diá-
logo, debate, negociación, estudio, conciliación de po-
siciones y adopción de resoluciones, declaraciones o
posicionamientos. Entre las expresiones de diplomacia
parlamentaria reconocidas por el Reglamento se en-
cuentran las actividades de la Presidencia de la Cáma-
ra, la Comisión de Relaciones Exteriores, las delega-
ciones parlamentarias, las reuniones
interparlamentarias y los Grupos de Amistad.9

El artículo 275 establece específicamente que el pleno,
a propuesta de la Junta de Coordinación Política, po-
drá constituir Grupos de Amistad para la atención y se-
guimiento de los vínculos bilaterales con órganos de
representación popular de otras naciones. Durante la
LXVI Legislatura, la propia Cámara de Diputados ha
reconocido que los Grupos de Amistad forman parte
de las expresiones de diplomacia parlamentaria dispo-
nibles para desarrollar relaciones con órganos legisla-
tivos extranjeros.10 Estos instrumentos permiten man-
tener canales institucionales de comunicación con
parlamentos de distintas regiones y tradiciones jurídi-
cas.

VIII. La diplomacia parlamentaria como espacio
de diálogo

La diplomacia parlamentaria ofrece un ámbito com-
plementario para el desarrollo de las relaciones inter-
nacionales.Los parlamentos pueden intercambiar ex-
periencias legislativas, analizar problemas comunes,
mantener relaciones institucionales y generar espacios
de comunicación entre representantes de sociedades
con diferentes sistemas políticos, económicos y jurídi-
cos.Estas actividades deben desarrollarse respetando
las atribuciones constitucionales de los órganos res-
ponsables de conducir la política exterior y las compe-
tencias propias de los poderes legislativos. La diplo-
macia parlamentaria puede contribuir al conocimiento

recíproco y al mantenimiento de canales de comunica-
ción en momentos de transformación internacional.
Los Grupos de Amistad ofrecen una estructura parti-
cularmente adecuada para mantener relaciones bilate-
rales entre órganos de representación popular, pues és-
ta constituye precisamente la finalidad reconocida por
el artículo 275 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados.

IX. Núremberg como referencia para la reflexión
institucional

Los Juicios de Núremberg corresponden a un momen-
to histórico específico. Su conmemoración no implica
trasladar automáticamente las soluciones jurídicas
construidas en 1945 y 1946 a los conflictos y contro-
versias del siglo XXI.Su estudio permite observar có-
mo acontecimientos de gran magnitud pueden generar
procesos de construcción normativa e institucional
dentro de la comunidad internacional. La formulación
de los Principios de Núremberg por la Comisión de
Derecho Internacional constituye un ejemplo docu-
mentado de ese proceso. La Asamblea General confir-
mó determinados principios en 1946 y posteriormente
encargó su formulación jurídica a la comisión.

La comisión desarrolló ese mandato durante sus pri-
meras sesiones y presentó en 1950 los principios
acompañados de comentarios jurídicos. Aquella expe-
riencia demuestra que el derecho internacional se des-
arrolla mediante tratados, práctica estatal, procesos de
codificación, instituciones multilaterales y mecanis-
mos jurídicos creados para responder a las condiciones
de cada periodo histórico.

El mundo contemporáneo enfrenta sus propios proce-
sos de transformación. Los avances tecnológicos, el
ciberespacio, la inteligencia artificial, las actividades
espaciales y la aparición de nuevas capacidades plan-
tean cuestiones jurídicas que requieren diálogo entre
Estados. También existen desafíos relacionados con
conflictos armados, seguridad internacional, movili-
dad humana, cambio climático, delincuencia transna-
cional, desarrollo y nuevas configuraciones económi-
cas.

La respuesta institucional frente a estas realidades re-
quiere mantener espacios donde los Estados puedan
dialogar, negociar y desarrollar respuestas compatibles
con el derecho internacional.
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X. Multipolaridad, pluralidad y cooperación

La evolución del sistema internacional obliga a reco-
nocer la existencia de intereses, capacidades y pers-
pectivas distintas entre los Estados.La pluralidad in-
ternacional no constituye por sí misma una anomalía
jurídica. La Carta de las Naciones Unidas fue cons-
truida precisamente sobre la existencia de Estados so-
beranos que mantienen diferencias políticas, económi-
cas, sociales y culturales. La igualdad soberana
proporciona una base jurídica para la convivencia en-
tre esas diferencias. En un contexto caracterizado por
distintos centros de influencia, preservar la comunica-
ción entre las naciones puede reducir espacios de in-
comprensión y facilitar la búsqueda de soluciones ins-
titucionales frente a problemas compartidos.

La cooperación tampoco exige uniformidad entre los
Estados. Puede desarrollarse entre naciones con dife-
rentes sistemas políticos y jurídicos siempre que se
respeten sus obligaciones internacionales y los princi-
pios que regulan sus relaciones. México cuenta con
instrumentos diplomáticos y parlamentarios que per-
miten participar en esa interacción desde distintos ám-
bitos institucionales.

XI. La vigencia de la Carta de las Naciones Unidas

La Carta de las Naciones Unidas mantiene como pro-
pósitos expresos el mantenimiento de la paz y la segu-
ridad internacionales, el desarrollo de relaciones de
amistad y la realización de cooperación internacional.
Sus principios incluyen la igualdad soberana, el cum-
plimiento de buena fe de las obligaciones internacio-
nales, la solución pacífica de controversias y la prohi-
bición de la amenaza o uso de la fuerza en los términos
establecidos en su artículo 2.

Estos principios mantienen una referencia directa con
los postulados constitucionales de la política exterior
mexicana establecidos en el artículo 89, fracción X, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. La conmemoración de Núremberg permite rea-
firmar la necesidad de estudiar y preservar los meca-
nismos jurídicos mediante los cuales los Estados
regulan sus relaciones. También permite reconocer
que las instituciones internacionales pueden requerir
procesos permanentes de análisis y adaptación frente a
la transformación de las circunstancias históricas.

XII. Memoria histórica y responsabilidad institu-
cional

Ochenta años separan a las generaciones actuales de
las actuaciones del Tribunal Militar Internacional de
Núremberg. Durante ese periodo, el derecho interna-
cional ha experimentado procesos de codificación,
ampliación y especialización que han modificado sus-
tancialmente el marco jurídico existente en 1945.Con-
memorar estos acontecimientos desde el Poder Legis-
lativo permite vincular la memoria histórica con una
reflexión sobre la función contemporánea del derecho.
Las instituciones públicas tienen la posibilidad de es-
tudiar los procesos históricos que dieron origen o con-
tribuyeron al desarrollo de las normas vigentes, sin
perder de vista las diferencias existentes entre aquellos
contextos y las condiciones actuales.

La experiencia acumulada durante ocho décadas per-
mite también advertir que ningún sistema institucional
permanece ajeno al cambio. La transformación debe
producirse mediante mecanismos jurídicos que preser-
ven la convivencia entre los Estados, la solución pací-
fica de sus controversias y el cumplimiento de sus
obligaciones internacionales.

XIII. El papel de México y de sus instituciones par-
lamentarias

México cuenta con una tradición constitucional que
incorpora expresamente principios para orientar su
actuación internacional. La igualdad jurídica de los
Estados, la autodeterminación, la no intervención, la
solución pacífica de controversias y la cooperación
internacional forman parte del artículo 89, fracción
X, de la Constitución. Estos principios pueden conti-
nuar orientando la participación mexicana frente a
las transformaciones del sistema internacional. Des-
de el ámbito legislativo, la diplomacia parlamentaria
permite complementar los canales institucionales
existentes mediante relaciones con parlamentos, or-
ganismos parlamentarios y otros actores internacio-
nales reconocidos por el Reglamento de la Cámara de
Diputados.

El fortalecimiento de esos mecanismos puede contri-
buir al intercambio de experiencias jurídicas y legisla-
tivas, así como al conocimiento de las distintas pers-
pectivas que existen dentro de la comunidad
internacional. La conmemoración del octogésimo ani-
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versario de los Juicios de Núremberg ofrece un marco
apropiado para promover esa reflexión y reafirmar la
utilidad del derecho internacional como instrumento
para organizar las relaciones entre las naciones.

Fundamento Jurídico

I. Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Artículo 76, fracción I.

Establece entre las facultades exclusivas del Sena-
do analizar la política exterior desarrollada por el
Ejecutivo federal y aprobar los tratados internacio-
nales y convenciones diplomáticas que éste celebre,
en los términos establecidos por la propia Constitu-
ción.

Artículo 89, fracción X.

Dispone que corresponde a la persona titular del
Poder Ejecutivo federal dirigir la política exterior y
celebrar tratados internacionales, sometiéndolos a
la aprobación del Senado.La misma fracción esta-
blece como principios normativos de la política ex-
terior la autodeterminación de los pueblos, la no in-
tervención, la solución pacífica de controversias, la
proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza, la
igualdad jurídica de los Estados y la cooperación
internacional para el desarrollo.Asimismo, com-
prende el respeto, protección y promoción de los
derechos humanos y la lucha por la paz y la seguri-
dad internacionales.

Artículo 133.

Dispone que la Constitución, las leyes del Congre-
so de la Unión que emanen de ella y los tratados que
se encuentren de acuerdo con la misma, celebrados
por la persona titular de la Presidencia de la Repú-
blica con aprobación del Senado, serán Ley Supre-
ma de toda la Unión.

II. Carta de las Naciones Unidas

Artículo 1.

Establece entre los propósitos de la Organización
mantener la paz y la seguridad internacionales, fo-

mentar relaciones de amistad entre las naciones y
realizar la cooperación internacional.

Artículo 2.

Establece los principios de igualdad soberana de los
miembros, cumplimiento de buena fe de las obliga-
ciones, solución pacífica de controversias y absten-
ción de la amenaza o uso de la fuerza contra la in-
tegridad territorial o independencia política de
cualquier Estado.

III. Resolución 95 (I) de la Asamblea General de las
Naciones Unidas

La resolución 95 (I), adoptada el 11 de diciembre de
1946, confirmó los principios de derecho interna-
cional reconocidos por el Estatuto del Tribunal de
Núremberg y por las sentencias de dicho tribunal.

IV. Resolución 177 (II) de la Asamblea General de
las Naciones Unidas

Mediante la resolución 177 (II), de 21 de noviem-
bre de 1947, la Asamblea General encomendó a la
Comisión de Derecho Internacional formular los
principios reconocidos en el Estatuto y en las sen-
tencias del Tribunal de Núremberg.

V. Principios de Derecho Internacional reconocidos
por el Estatuto y por las sentencias del Tribunal de
Núremberg

La Comisión de Derecho Internacional adoptó en
1950 la formulación de los Principios de Derecho
Internacional reconocidos por el Estatuto y por las
sentencias del Tribunal de Núremberg, acompañada
de sus respectivos comentarios.

VI. Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo 269.

Reconoce la diplomacia parlamentaria como una
actividad desarrollada por la Cámara de Diputados,
por sí o como parte del Congreso de la Unión, me-
diante la interacción de las diputadas y los diputa-
dos con sus contrapartes en el ámbito de las rela-
ciones internacionales.
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Artículo 272.

Reconoce entre las expresiones de diplomacia par-
lamentaria las actividades de la Presidencia de la
Cámara, la Comisión de Relaciones Exteriores, las
delegaciones parlamentarias, las reuniones interpar-
lamentarias y los Grupos de Amistad.

Artículo 275.

Establece que el pleno, a propuesta de la Junta de
Coordinación Política, podrá constituir Grupos de
Amistad para la atención y seguimiento de los vín-
culos bilaterales con órganos de representación po-
pular de otras naciones.

Por las consideraciones anteriormente expuestas y con
motivo del octogésimo aniversario del proceso des-
arrollado ante el Tribunal Militar Internacional de Nú-
remberg y de las sentencias pronunciadas en 1946, se
somete a consideración de esta honorable asamblea la
siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión conmemora el octogésimo aniversa-
rio de los Juicios de Núremberg y reconoce su rele-
vancia histórica dentro del proceso de desarrollo del
derecho internacional contemporáneo y de los princi-
pios posteriormente formulados por la Comisión de
Derecho Internacional de las Naciones Unidas.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión se solicita, respetuosamente, a
la Secretaría de Relaciones Exteriores para que, en el
ámbito de sus atribuciones y conforme a los principios
establecidos en el artículo 89, fracción X, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
continúe promoviendo la observancia del derecho in-
ternacional, la igualdad jurídica de los Estados, la so-
lución pacífica de las controversias, la cooperación in-
ternacional y el diálogo entre las naciones.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión solicita, respetuosamente, al Senado
de la República para que, en el ámbito de sus atribu-
ciones constitucionales y mediante sus mecanismos de
diplomacia parlamentaria, continúe fortaleciendo los
vínculos y espacios de diálogo con los parlamentos del

mundo, con respeto a los principios del derecho inter-
nacional y a la igualdad soberana y jurídica de los Es-
tados.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión solicita, respetuosamente; llamado a
sus órganos competentes, delegaciones parlamentarias
y Grupos de Amistad para que, en el ámbito de sus
atribuciones, continúen fortaleciendo los vínculos con
los órganos legislativos de otras naciones mediante los
mecanismos de diplomacia parlamentaria previstos en
su Reglamento.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión considera oportuno que, en el mar-
co del octogésimo aniversario de los Juicios de Nú-
remberg, las actividades de diplomacia parlamentaria
promuevan espacios de diálogo e intercambio sobre
la evolución del derecho internacional, la solución
pacífica de controversias, la cooperación internacio-
nal y los desafíos institucionales derivados de las
transformaciones del sistema internacional contem-
poráneo.

Notas

1. National Archives and Records Administration, United States.
“Military Agency Records, Record Group 238: War Crimes Re-
cords”. Registros del Tribunal Militar Internacional de Núremberg.
La documentación oficial registra el desarrollo del proceso entre el
20 de noviembre de 1945 y el 1 de octubre de 1946.
h t t p s : / / w w w . a r c h i v e s . g o v / r e s e a r c h / g u i d e - f e d -
records/groups/238.html#238.3.1

2. Asamblea General de las Naciones Unidas. Resolución 95 (I),
“Affirmation of the Principles of International Law recognized by
the Charter of the Nürnberg Tribunal”, 11 de diciembre de 1946.
United Nations Audiovisual Library of International Law, Office
of Legal Affairs. https://legal.un.org/avl/ha/ga_95-i/ga_95-i.html

3. Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas.
“Formulation of the Nürnberg Principles”. Resolución 177 (II) de
la Asamblea General, de 21 de noviembre de 1947, y trabajos de la
Comisión de Derecho Internacional durante 1949 y 1950. United
Nations, Office of Legal Affairs.
https://docs.un.org/es/A/RES/177(II)

4. https://ihl-databases.icrc.org/es/ihl-treaties/nuremberg-princi-
ples-1950?activeTab=default
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5. Organización de las Naciones Unidas. Carta de las Naciones
Unidas, artículo 1. Texto oficial de las Naciones Unidas.

6. Organización de las Naciones Unidas. Carta de las Naciones
Unidas, artículo 2, numerales 1 a 4. Repertory of Practice of Uni-
ted Nations Organs, Office of Legal Affairs.

7. Organización de las Naciones Unidas. “Pact for the Future”, ca-
pítulo II, International Peace and Security. Naciones Unidas. El
documento reafirma la igualdad soberana de los Estados, el cum-
plimiento del derecho internacional y la solución pacífica de con-
troversias. https://www.un.org/pact-for-the-future/es/chapter-ii-in-
ternational-peace-and-security

8. Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión.
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos
76, fracción I, y 89, fracción X. Secretaría General, Secretaría de
Servicios Parlamentarios. Texto vigente.

9. Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión. Re-
glamento de la Cámara de Diputados, artículos 269 y 272. Secre-
taría General, Secretaría de Servicios Parlamentarios. Texto vigen-
te, última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 7 de mayo de 2025.

10. Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión.
Reglamento de la Cámara de Diputados, artículo 275. El precepto
faculta al Pleno, a propuesta de la Junta de Coordinación Política,
para constituir Grupos de Amistad destinados a la atención y se-
guimiento de los vínculos bilaterales con órganos de representa-
ción popular de otras naciones.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de octubre de 2026.

Diputada Giselle Yunueen Arellano Ávila (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE LA LXVI LEGIS-
LATURA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS EXHORTA RESPE-
TUOSAMENTE AL GOBIERNO DEL ESTADO DE GUANAJUA-
TO A GARANTIZAR EL DERECHO CONSTITUCIONAL DE LA
PENSIÓN PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD PERMANEN-
TE DE 0 A 64 AÑOS DE EDAD, A CARGO DE LA DIPUTADA
MARÍA MAGDALENA ROSALES CRUZ, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

Las suscrita, diputada María Magdalena Rosales
Cruz, de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, facultada en las potestades conferidas en los ar-
tículos 6, artículo 79; numeral 1 fracción II y numeral
2 del Reglamento de la Cámara de Diputados; somete
a consideración la siguiente proposición con punto de
acuerdo en el que se exhorta al gobierno de Guanajua-
to garantice el derecho constitucional de la Pensión
para Personas con Discapacidad Permanente de 0
a 64 años de edad, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Consideración histórica de la Pensión para Perso-
nas con Discapacidad Permanente, de programa
social a derecho constitucional:

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en su artículo 1, señala que las autoridades, en
el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos
humanos, de conformidad con los principios de uni-
versalidad, interdependencia, indivisibilidad y progre-
sividad; asimismo, prohíbe discriminación motivada
por el origen étnico o nacional, el género o la edad.

Desde el 8 de mayo de 2020 se modificó el artículo 4
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos para elevar a rango constitucional diversos de-
rechos sociales, entre ellos, el apoyo que entregaba
desde 2019 a las personas con discapacidad perma-
nente.

Aprobada en la Cámara de Diputados con 385 votos
en pro, 49 en contra y 18 abstenciones, el martes 10 de
marzo de 2020. Y aprobada en la Cámara de Senado-
res con 91 votos en pro, 1 en contra y 1 abstención, el
martes 24 de marzo de 2020. Posteriormente, publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el viernes 8 de
mayo de 2020
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Posteriormente, se reformó con mayoría calificada,
una votación en la Cámara de Diputados con 483 vo-
tos a favor, el martes 22 de octubre de 2024. Y apro-
bada Cámara de Senadores con 123 votos en pro, el
miércoles 30 de octubre de 2024 y publicada en el en
el Diario Oficial de la Federación el lunes 2 de di-
ciembre de 2024

Ello significó un avance trascendental en la protección
de los derechos de las personas que viven con disca-
pacidad permanente para evitar su discriminación y
exclusión.

Sin embargo, como se expondrá más adelante, el go-
bierno de la 4T estima no solo necesario sino indis-
pensable, a favor de hacer plenamente vigentes los
principios de universalidad, interdependencia, in-
divisibilidad y progresividad, promover esta reforma
fue un suceso histórico importante que encontraría
cause en la ampliación del número de personas bene-
ficiarias y su bienestar.

Contenido en la publicación en el Diario Oficial de la
Federación, referente al decreto por el que se refor-
man y adicionan los artículos 4 y 27 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de bienestar en su transitorio cuarto, refiere que
“Las legislaturas de las entidades federativas deben
realizar las adecuaciones normativas necesarias
para cumplir con los fines establecidos en el pre-
sente decreto, dentro de los ciento ochenta días na-
turales siguientes a su publicación.” 

El gobierno federal propuso a las entidades federativas
un convenio para garantizar la Pensión para Personas
con Discapacidad Permanente en donde se establece el
aporte del 50 por ciento por parte de la Federación y el
50 por ciento por parte de los estados para alcanzar la
cobertura de universal de la pensión de los 0 a los 64
años de edad para personas con discapacidad,

De manera subsecuente el proceso legislativo del
Congreso del estado de Guanajuato se pronunció a
favor de la reforma constitucional, dictamen que fue
aprobado de forma unánime el 20 de noviembre de
2024, el cual señala:

En ese sentido, consideramos que garantizar una pen-
sión no contributiva y el acceso a rehabilitación a las
personas con discapacidad permanente representa una

medida para proteger a uno de los grupos en situación
de vulnerabilidad de la sociedad, brindándoles seguri-
dad económica y mejorando su calidad de vida.

Sin embargo, un año y medio después, ni el Congreso
del estado de Guanajuato ni la gobernadora del estado
de Guanajuato, la ciudadana Libia Dennise García
Muñoz Ledo; han realizado las adecuaciones norma-
tivas y presupuestales correspondientes para cumplir
con su obligación de garantizar una pensión a las per-
sonas con discapacidad permanente. Tal omisión cons-
titucional constituye una violación a los derechos
constitucionales de las personas con discapacidad.

Por esa razón, algunas personas con discapacidad en
Guanajuato se han visto en la necesidad de promover
juicios de amparo, a fin de que las autoridades cum-
plan con sus obligaciones.

El 30 de enero pasado, el Juzgado Décimo Segundo de
Distrito en el estado de Guanajuato, emitió sentencia
en el Juicio de Amparo 938/2025, que, en lo funda-
mental, consiste en ordenar al Congreso del Estado
y a la gobernadora del Estado, a garantizar la en-
trega y operatividad de una pensión no contributi-
va a las personas con discapacidad permanente
menores de sesenta y cinco años en el Estado.

En la mencionada sentencia, se reconoce que “el Con-
greso y la gobernadora, ambos del estado de Gua-
najuato han concurrido en una omisión legislativa
relativa respecto de una competencia de ejercicio
obligatorio, ya que hasta el día en que se emite la
presente resolución, no se han regulado de manera
completa las bases o condiciones mediante las cua-
les se materializaría la pensión en comento”.

Por lo anterior, el mencionado Juzgado federal reco-
noció la omisión constitucional en que han incurrido
tanto el Congreso del Estado como el Ejecutivo esta-
tal. Por ello, otorgó el amparo a las personas con dis-
capacidad, y precisó que los efectos de la concesión
consisten en que, una vez que cause ejecutoria la pre-
sente sentencia, el Congreso y la gobernadora, ambos
del estado de Guanajuato, en su respectivo ámbito de
competencia, deberán:

a) Cumplir con la obligación contenida en el artículo
cuarto transitorio del decreto de reformas a la Consti-
tución 41 Política de los Estados Unidos Mexicanos de
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dos diciembre de dos mil veinticuatro, y lleven a cabo
la iniciativa, discusión, aprobación, sanción, promul-
gación y publicación de las disposiciones normativas
necesarias para garantizar la entrega y operativi-
dad de una pensión no contributiva a las personas
con discapacidad permanente menores de sesenta y
cinco años, así como para que vigilen los actos nece-
sarios subsecuentes que materialicen tales normas.

b) Para ello, deberán iniciar el proceso legislativo co-
rrespondiente a la brevedad posible y de manera
prioritaria, durante el período de sesiones que se en-
cuentre en curso o en el siguiente periodo ordinario.

La resolución no fue impugnada por las autorida-
des responsables, por lo que ya causó ejecutoria. Sin
embargo, a la fecha las autoridades responsables no
han dado muestra de voluntad para cumplir con su
obligación a favor de las personas con discapacidad.

Estadísticas

Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi), con respecto a la concentración de personas
con discapacidad el 52 por ciento de la población
con discapacidad reside en 8 entidades de la Repúbli-
ca: Ciudad de México, Guanajuato, Jalisco, estado
de México, Michoacán, Oaxaca, Puebla, y Veracruz;
dos de ellos no garantizan el derecho a la pensión de
personas con discapacidad por parte de su gobierno es-
tatal.

Según el Censo de Población y Vivienda 2020 del In-
egi, en Guanajuato 285,615 personas se identificaron
con discapacidad, representando el 4.6 por ciento de la
población total de la entidad. Del total, el 52.9 por
ciento son mujeres y el 47.1 por ciento son hombres.
Las limitaciones más comunes incluyen caminar, ver y
mover o usar brazos/manos

Actualmente, el gobierno federal garantiza la pensión
a 48 mil personas de 30 a 64 años con discapacidad
permanente en el estado de Guanajuato. Sin embargo,
falta la cobertura para 95 mil personas de 0 a 29 años,
compromiso concertado con la aprobación de la minu-
ta a la reforma constitucional en la administración pa-
sada.

El convenio con las entidades federativas hace la refe-
rencia de la cobertura del apoyo social para las perso-

nas de 0 a 64 años en 24 estados como una garantía de
universalidad; sin embargo, en tan solo  8 estados de
la República no se garantiza la pensión de 0 a 29
años: Aguascalientes, Coahuila, Chihuahua, Du-
rango, Guanajuato, Jalisco, Nuevo León y Queré-
taro, los mismos 8 estados que no se han aprobado la
federalización de su sistema de salud, IMSS Bienes-
tar.

La Pensión para el Bienestar de las Personas con
Discapacidad Permanente, otorga por persona dere-
chohabiente en el 2026 un monto de $3,300 pesos bi-
mestrales. El estado de Guanajuato tiene la capacidad
presupuestal para hacer frente y garantizar este dere-
cho. Sin embargo, en la actualidad las personas con
discapacidad de 0 a 29 años que lo solicitan no gozan
de este derecho constitucional. En apego al convenio
que salvaguarda este derecho, es responsabilidad del
gobierno del estado de Guanajuato hacer un ajuste pre-
supuestal para garantizar el bienestar y dignificar la vi-
da de las personas más vulnerables. Nos queda claro,
desafortunadamente para el gobierno del estado de
Guanajuato no es una prioridad en materia de política
pública.

Ostentación del gasto público en el estado de Gua-
najuato

Por otra parte, y de manera contradictoria, el gobierno
del estado de Guanajuato destinó al área de comunica-
ción social en el año 2024 $756 millones de pesos y
en el 2025 $732 mdp, los y las diputados locales con
sueldos brutos de hasta $224,437.56 pesos mensuales,
con prestaciones y aguinaldos en el 2025 que supera-
ron los 460,000 pesos anuales por legislador, posi-
cionando a la entidad con los más altos costos legisla-
tivos. Guanajuato también, garantiza un sueldo neto
mensual para la titular del Ejecutivo del estado de
Guanajuato de $175,016.94 pesos mensuales aproba-
do para el 2026. La falta de recursos públicos no pue-
de ser un pretexto.

El Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF)
2026 para Guanajuato, aprobado bajo la administración
de nuestra presidenta Claudia Sheinbaum Pardo, con-
templa un aumento histórico con un gasto neto total
nacional de 10.19 billones de pesos, un 5.9 por cien-
to real más que en 2025. El estado recibirá gasto fe-
deralizado y, localmente, se destinarán 7,645 millones
de pesos (mdp) para la autonomía económica y física.
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En suma, el Congreso de Guanajuato aprobó la Ley de
Ingresos y el Presupuesto de Egresos 2026 por un to-
tal de $140,331 millones 093 mil 736 pesos. Este
monto representa un incremento nominal del 9.56
por ciento y se destaca por no contemplar nuevos im-
puestos. El presupuesto prioriza áreas como seguridad,
salud, educación y la inversión pública.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción de esta asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero: La Cámara de Diputados solicita, respetuo-
samente, al Poder Ejecutivo del estado de Guanajuato,
encabezado por la gobernadora, la ciudadana Libia
Dennise García Muñoz Ledo, y al Congreso del esta-
do de Guanajuato, lleven a cabo las medidas necesa-
rias para garantizar la entrega y operatividad de una
pensión no contributiva a las personas con discapaci-
dad permanente de 0 a 29 años de edad y de 30 a 64
años como lo demanda la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Segundo: La Cámara de Diputados solicita, respetuo-
samente, al Ejecutivo estatal de Guanajuato y al Con-

greso del estado de Guanajuato encabezado por la go-
bernadora, la ciudadana Libia Dennise García Muñoz
Ledo, cumplir con la obligación contenida en el artí-
culo cuarto transitorio del decreto de reformas a la
Constitución 41 Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, del 2 de diciembre de 2024, y lleven a cabo la
iniciativa, discusión, aprobación, sanción, promulga-
ción y publicación de las disposiciones normativas ne-
cesarias para garantizar la entrega y operatividad
de una pensión no contributiva a las personas con
discapacidad permanente menores de sesenta y cin-
co años, así como para que vigilen los actos necesarios
subsecuentes que materialicen tales normas.

Tercero: La Cámara de Diputados solicita, respetuo-
samente, al Congreso del estado de Guanajuato debe-
rán iniciar el proceso legislativo correspondiente a la
brevedad posible y de manera prioritaria, durante
el período de sesiones que se encuentre en curso o en
el siguiente periodo ordinario.

Cámara de Diputados, 
a 6 de octubre de 2026.

Diputada María Magdalena Rosales Cruz (rúbrica)

Gaceta Parlamentaria Martes 6 de octubre de 202628

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, LXVI Legislatura

Secretaría General
Secretaría de Servicios Parlamentarios
Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados
Director: Juan Luis Concheiro Bórquez, Edición: Casimiro Femat Saldívar, Ricardo Águila Sánchez, Antonio Mariscal Pioquinto.
Apoyo Documental: Dirección General de Proceso Legislativo. Domicilio: Avenida Congreso de la Unión, número 66, edificio E, cuarto nivel, Palacio Le-
gislativo de San Lázaro, colonia El Parque, CP 15969. Teléfono: 5036 0000, extensión 54046. Dirección electrónica: http://gaceta.diputados.gob.mx/

Mesa Directiva
Diputados: Raúl Bolaños Cacho-Cué, presidente; vicepresidentes, Sergio Carlos
Gutiérrez Luna, MORENA; Annia Sarahí Gómez Cárdenas, PAN; Nayeli Arlen Fer-
nández Cruz, PVEM; secretarios, Julieta Villalpando Riquelme, MORENA; Diana
Estefanía Gutiérrez Valtierra, PAN; Felipe Miguel Delgado Carrillo, PVEM; Fran-
cisco Amadeo Espinosa Ramos, PT; Fuensanta Guadalupe Guerrero Esquivel,
PRI; Laura Iraís Ballesteros Mancilla, MOVIMIENTO CIUDADANO.

Junta de Coordinación Política
Diputados: Ricardo Monreal Ávila, presidente; José
Elías Lixa Abimerhi, PAN; Carlos Alberto Puente
Salas, PVEM; Reginaldo Sandoval Flores, PT; Ru-
bén Ignacio Moreira Valdez, PRI; Ivonne Aracely
Ortega Pacheco, MOVIMIENTO CIUDADANO.


